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Resumen 

El presente artículo analiza el rol de las JAC en el control fiscal de la contratación del Programa 
de Alimentación Escolar en Colombia durante el periodo 2020-2025. La investigación toma 
como fundamento teórico a los siguientes autores: Cunill (1991); Gómez Acevedo (2025); 
Casas Silva (2023); Velásquez (2003); Gaibor Costta (2023); Granados Estrada (2022); Porto 
Gutiérrez (2016).    La investigación se desarrolla mediante un enfoque metodológico mixto que 
combina análisis documental, revisión normativa, estudio de casos y análisis estadístico. 
Mediante la utilización de instrumentos cualitativos y cuantitativos que incluyen análisis 
documental y entrevistas semiestructuradas, se examina cómo la participación comunitaria 
puede fortalecer la transparencia, eficiencia y efectividad del programa. Los resultados 
revelan que, aunque existe un marco normativo que facilita la participación de las JAC, 
persisten desafíos relacionados con capacidades técnicas, acceso a información y 
mecanismos de rendición de cuentas. Con la presente investigación se pretende que el 
fortalecimiento de la participación ciudadana a través de las JAC pueda contribuir 
significativamente al mejoramiento del control fiscal y de la calidad del PAE. 
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Abstract 
 

This article analyzes the role of the JACs in the fiscal control of contracting for the School 
Feeding Program in Colombia during the period 2020-2025. The research is based theoretically 
on the following authors: Cunill (1991); Gómez Acevedo (2025); Casas Silva (2023); Velásquez 
(2003); Gaibor Costta (2023); Granados Estrada (2022); Porto Gutiérrez (2016). The research is 
developed through a mixed methodological approach that combines document analysis, 
regulatory review, case study, and statistical analysis. Using qualitative and quantitative 
instruments including document analysis and semi-structured interviews, it examines how 
community participation can strengthen the transparency, efficiency, and effectiveness of the 
program. The results reveal that, although there is a regulatory framework that facilitates the 
participation of the JACs, challenges remain related to technical capacities, access to 
information, and mechanisms of reaaccountability. This research aims to strengthen citizen 
participation through the JAC, which can contribute significantly to improving fiscal control and 
the quality of the PAE. 

Keywords 

Citizen participation; fiscal control; public procurement; School Feeding Program; Community 
Action Boards; transparency; public policies. 

      JEL Codes: H83, H11, H57, H70 

Resumo 

O presente artigo analisa o papel das Juntas de Ação Comunal (JAC) no controle fiscal da 
contratação do Programa de Alimentação Escolar na Colômbia durante o período de 2020–
2025. A pesquisa fundamenta-se teoricamente nos seguintes autores: Cunill (1991); Gómez 
Acevedo (2025); Casas Silva (2023); Velásquez (2003); Gaibor Costta (2023); Granados Estrada 
(2022); Porto Gutiérrez (2016). 

O estudo é desenvolvido mediante uma abordagem metodológica mista que combina análise 
documental, revisão normativa, estudo de casos e análise estatística. Por meio da utilização 
de instrumentos qualitativos e quantitativos, incluindo análise documental e entrevistas 
semiestruturadas, examina-se como a participação comunitária pode fortalecer a 
transparência, a eficiência e a efetividade do programa. 

Os resultados revelam que, embora exista um marco normativo que facilita a participação das 
JAC, persistem desafios relacionados às capacidades técnicas, ao acesso à informação e aos 
mecanismos de prestação de contas. Com esta investigação, pretende-se que o 
fortalecimento da participação cidadã por meio das JAC possa contribuir significativamente 
para o aprimoramento do controle fiscal e da qualidade do PAE. 
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Introducción:  

La obtención de una alimentación adecuada es un derecho humano fundamental, reconocido 
internacionalmente como un pilar imprescindible para la dignidad y el crecimiento de las 
sociedades. En el ámbito global, este compromiso se encuentra formalizado en la Agenda 
2030 a través del Objetivo de Desarrollo Sostenible 2, Hambre Cero, ya que el problema del 
hambre y la inseguridad alimentaria ha mostrado un aumento alarmante desde 2015, una 
tendencia exacerbada por una combinación de factores que incluyen la pandemia, los 
conflictos, el cambio climático y la profundización de las desigualdades. (Unidas, 2023). Dicho 
objetivo, invita a los países a poner fin a todas las formas de malnutrición y asegurar el acceso 
de todas las personas, especialmente los niños, a una alimentación sana y nutritiva. 

Ahora bien, a través del Objetivo de Desarrollo Sostenible 16, Paz, Justicia e Instituciones 
Sólidas, se insta a construir instituciones transparentes y eficaces, donde el derecho a la 
alimentación deja de ser una acción puramente asistencialista para convertirse en un eje de 
gobernanza democrática, cuya gestión pública debe articularse de manera horizontal con la 
sociedad civil, para así garantizar la eficiencia de los recursos. 

En la República de Colombia, este mandato se materializa principalmente a través del 
Programa de Alimentación Escolar (PAE) como una estrategia fundamental para garantizar el 
derecho a la alimentación de niños, niñas y adolescentes en edad escolar, contribuyendo 
simultáneamente a mejorar el acceso, permanencia y éxito académico en el sistema 
educativo. Desde su implementación, el programa ha enfrentado diversos desafíos 
relacionados con la calidad de los alimentos, la eficiencia en la contratación y la transparencia 
en el uso de recursos públicos (Ministerio de Educación Nacional, 2020).  

Ante este escenario, la vigilancia ciudadana surge como una herramienta disruptiva capaz de 
transformar el diseño y la ejecución de las políticas públicas. Durante el periodo 2020-2025, 
las Juntas de Acción Comunal (JAC) han adquirido un rol protagónico, afianzándose como 
actores comunitarios esenciales para ejercer el control fiscal ciudadano directo sobre la 
contratación del PAE. El estudio de esta dinámica no solo evidencia el control social sobre los 
recursos, sino que representa un aporte teórico y práctico a las políticas de gobernanza, 
demostrando cómo la fiscalización desde la base social reconfigura la transparencia 
institucional, optimiza el impacto real de las políticas de nutrición y redefine los mecanismos 
de exigibilidad del derecho fundamental a la alimentación, en el territorio colombiano.  
 
         Así, en este orden de ideas, el problema de investigación se centra en la necesidad de 
comprender cómo la participación de las JAC en los procesos de contratación del PAE puede 
contribuir al fortalecimiento del control fiscal y a la mejora en la calidad del servicio. Esta 
investigación es relevante considerando los recurrentes casos de corrupción y deficiencias en 
la ejecución del programa a nivel nacional. 
 



 

 

             Para una mayor comprensión, se permite compartir que esta investigación está dividida 
en tres (3) momentos: el primero integrado por el título, resumen, palabras clave, abstract, 
keywords, introducción, planteamiento del problema, justificación y el objetivo general o la 
meta que se pretende alcanzar en la investigación. Un segundo momento, que detalla el marco 
referencial, compuesto por los antecedentes históricos e investigativos, estudio comparado, 
marco teórico, bases conceptuales, bases legales y metodología. Y se culmina el tercer 
momento de esta investigación, con el estudio del caso, resultado, discusión, conclusiones y 
recomendaciones, para finiquitar con las referencias bibliográficas que sustentan este 
escrito.    
 
 

Planteamiento del problema: 

 
El Programa de Alimentación Escolar (PAE) representa una de las políticas públicas más 
importantes en Colombia para garantizar la seguridad alimentaria y nutricional de la población 
estudiantil. Este artículo analiza el papel de las Juntas de Acción Comunal (JAC) como 
mecanismo de participación ciudadana en los procesos de contratación del PAE y su función 
en el control fiscal. Sin embargo, en el periodo 2020-2025, en Colombia, diversos informes de 
la Contraloría General de la República (CGR) y de la Procuraduría General de la Nación han 
evidenciado irregularidades en la contratación del Programa de Alimentación Escolar en 
diferentes regiones del país, incluyendo sobrecostos, alimentos en mal estado, contratación 
con proveedores sin la debida idoneidad y problemas logísticos. 
 
Asimismo, en la actualidad siguen las denuncias de los ciudadanos, observaciones y 
hallazgos por parte de los organismos de control por las continuas irregularidades en la 
ejecución del Programa de Alimentación Escolar (PAE) en departamentos como La Guajira, 
Atlántico, Bolívar, Cesar, Magdalena, Sucre, Chocó, Cundinamarca, Huila, Valle del Cauca, 
Cauca, Amazonas, Santander y Norte de Santander (Fiscalía General de la Nación, 2018). Por 
lo que se hace necesario investigar este fenómeno y esta problemática social, que se vienen 
presentando tanto en el territorio continental como en el insular de la República de Colombia.  

En este contexto surge la pregunta de investigación: ¿Cuál es el rol de las Juntas de Acción 
Comunal en el control fiscal de la contratación del Programa de Alimentación Escolar en 
Colombia durante el periodo 2020-2025? 

Justificación: 

El Programa de Alimentación Escolar (PAE) constituye una de las políticas públicas más 
importantes del Estado colombiano para garantizar el acceso y permanencia de niños, niñas y 
adolescentes en el sistema educativo mediante el suministro de complementos alimentarios. 
Sin embargo, en los últimos años se han presentado diversas irregularidades en los procesos 
de contratación y ejecución del programa, lo que ha generado cuestionamientos sobre la 
transparencia y eficiencia en el uso de los recursos públicos. 



 

 

En este contexto, la participación ciudadana se convierte en un mecanismo fundamental para 
fortalecer el control social y fiscal de la contratación pública. Las Juntas de Acción Comunal 
(JAC), como organizaciones comunitarias reconocidas por el ordenamiento jurídico 
colombiano, tienen la capacidad de ejercer veeduría ciudadana y contribuir a la vigilancia de 
los recursos destinados al PAE. 

        Asimismo, esta investigación se justifica por:  

- Cuánto contribuye a materializar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en la 
Agenda 2030, delimitada por la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en los 
objetivos de manera puntual: ODS 2: Hambre cero, ODS 4: Educación de calidad, y 
ODS 16: Paz, justicia e instituciones sólidas. 

- Estar alineada con el Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Potencia Mundial de la 
Vida 2022-2026”, que promueve la transparencia, la participación ciudadana y la lucha 
contra la corrupción. 

- Estar articulada con el Plan Distrital de Desarrollo “Bogotá camina Segura”, 2024-
2027, que incluye estrategias de fortalecimiento del control social y participación 
comunitaria. 

- Estar articulada con las líneas de investigación de la Maestría en Contratación Estatal 
y Maestría en Derecho Administrativo y con las líneas de investigación de Paz y 
Desarrollo Territorial de la CUN y la Línea de Investigación del Derecho y Desarrollo 
Sostenible de la Fundación Internacional Euroamericana.  

En conclusión, la presente investigación cuenta con una sólida justificación que integra 
agendas del orden universal y global, articuladas con planes nacionales y distritales y líneas 
de investigación de las diversas instituciones que adelantan este proceso investigativo y de 
análisis del rol de las Juntas de Acción Comunal, en el control fiscal de la contratación del 
Programa de Alimentación Escolar en Colombia. 

Objetivos: 

1.1. Objetivo general 

Analizar el rol de las Juntas de Acción Comunal en el control fiscal de la contratación 
del Programa de Alimentación Escolar en Colombia durante el periodo 2020-2025. 

1.2. Objetivos específicos: 

a) Identificar la génesis, fundamentación teórica y legal del control fiscal de la 
contratación pública del PAE en Colombia. 

b) Indagar sobre estudios comparados, avances e implementación del PAE en Colombia 
c) Caracterizar casos, estadísticas y datos del manejo del PAE y la participación de las 

JAC en este programa y su incidencia en el cumplimiento de los fines estatales 
d) Proponer estrategias y acciones de mejoramiento para fortalecer el control social en 

la contratación pública y el programa PAE en Colombia.   

 Marco Referencial: 



 

 

El presente marco referencial está compuesto por los antecedentes históricos e 
investigativos, estudio comparado, marco teórico, bases conceptuales y bases legales; los 
cuales, se socializan seguidamente: 

Antecedentes históricos e investigativos: 

En Colombia, los comedores escolares tuvieron sus primeros antecedentes en el año 1926, 
cuando se implementaron en el departamento de Boyacá. Sin embargo, fue a partir del 
Decreto No. 319 del 15 de febrero de 1941, cuando se establecieron pautas específicas para 
el funcionamiento de los restaurantes escolares en todo el país. Desde entonces y hasta el 
año 2011, este programa fue ejecutado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF). Posteriormente, con la promulgación de la Ley 1450 en 2011, la responsabilidad de 
operar este programa pasó al Ministerio de Educación Nacional. Esta transición se realizó para 
convertir el Programa de Alimentación Escolar (PAE) en una estrategia integral para garantizar 
la permanencia y mejorar la calidad educativa en todas las instituciones educativas del país.  

         De igual forma, las Juntas de Acción Comunal (JAC), fueron creadas en 1958, son un 
referente clave de participación ciudadana y organización social en Colombia (Congreso de 
Colombia, 1958). Su presencia ha sido esencial en zonas donde el Estado tiene baja cobertura 
institucional, actuando como mecanismo de articulación entre la comunidad y la 
administración pública (Urreste, 2017). No obstante, el papel de las JAC aún no se consolida 
plenamente como motor del desarrollo local, a pesar de los reconocimientos normativos 
vigentes, como la Ley 2166 de 2021. A partir de estudios realizados en distintos territorios, se 
evidencia que las JAC presentan limitaciones en su funcionamiento operativo y administrativo. 
Factores como la escasa formación técnica, los recursos insuficientes, la débil coordinación 
con entidades públicas y la falta de legitimidad ante sus comunidades impiden su 
fortalecimiento institucional (Camacho Caviedes, 2022; Sánchez Otero, 2014; Mejía Martínez, 
2019). Estas condiciones afectan su capacidad para incidir en decisiones públicas y 
representar eficazmente los intereses colectivos. 

         De igual forma, en la literatura internacional destaca que los programas de alimentación 
escolar son fundamentales para promover la permanencia y mejorar la calidad educativa, 
especialmente en Latinoamérica. Según Gaibor Costta (2023), en Ecuador existe una relación 
positiva entre la cobertura del esquema de alimentación escolar y el desarrollo cognitivo. Este 
estudio revela que, en promedio, el Programa de Alimentación Escolar contribuye a “un 
aumento de 0.55 puntos en las calificaciones finales obtenidas por las unidades educativas 
donde los estudiantes de tercer año de Bachillerato reciben el beneficio del almuerzo escolar” 
(Gaibor Costta, 2023, p. 66).  

         En Colombia, el Programa de Alimentación Escolar (PAE) ha demostrado ser una 
herramienta efectiva para mejorar diversos aspectos educativos y sociales. Según el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2021), durante el período comprendido entre 
2012 y 2019, el PAE logró reducir la tasa de deserción escolar en un 12% y el ausentismo en un 
14%. Además, investigaciones como la realizada por Granados Estrada (2022) señalan que el 
PAE tiene un impacto positivo y significativo en las expectativas educativas de los estudiantes 
para ingresar a la educación superior, así como en la mejora de su permanencia en las 
instituciones educativas y en sus trayectorias académicas.  



 

 

          Por otro lado, Porto Gutiérrez (2016) destaca que el PAE contribuye a aumentar la 
seguridad alimentaria de los hogares, lo que a su vez reduce la incidencia del trabajo infantil. 
Estos hallazgos subrayan el papel crucial que desempeña el PAE en el contexto colombiano 
para promover la igualdad de oportunidades educativas y mejorar la calidad de vida de los 
estudiantes. 

Estudio comparado en América Latina 
 

Para el estudio comparado de la presente investigación se tomaron como referencia los 
países de Brasil, Perú y México, los cuales, se detallan seguidamente:   
 

Tabla 1. Estudio Comparado del Proyecto de Alimentación Escolar /2026 
 

País Programa Control ciudadano 

Brasil Alimentación Escolar Consejos escolares 

Perú Qali Warma Comités comunitarios 

México Desayunos escolares  Comités de padres 

Fuente: Construcción propia, 2026. 

El cuadro identifica los programas de alimentación escolar y los órganos e instituciones de 
control ciudadano en diversos países latinoamericanos. En este orden, se observa que para el 
caso del Brasil el control ciudadano lo ejercen los Consejos Escolares; mientras que en el Perú 
lo desarrolla el Comité Comunitario y en México lo ejerce el Comité de Padres de familia. Por 
lo tanto, el estudio comparado y la literatura académica han demostrado que la participación 
ciudadana contribuye a mejorar la transparencia en la gestión pública. Estudios recientes 
sobre programas sociales en América Latina evidencian que la vigilancia comunitaria puede 
reducir riesgos de corrupción en la contratación pública. 

Marco teórico: 
 

La presente investigación se fundamenta en los siguientes teóricos o investigaciones que nos 
permitimos compartir a continuación: 
 

Tabla 2. Relación de Autores que fundamentan el Marco Teórico y la Investigación 
 

N° Autores Nombre de la investigación Link País 
1 Cunill, N. 

(1991) 
Participación ciudadana: dilemas 
y perspectivas para la 
democratización de los Estados 
latinoamericanos. Centro 
Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo. 
 

https://descubridor.ba
nrepcultural.org/disco
very/fulldisplay/alma9
91008762599707486/
57BDLRDC_INST:57B
DLRDC_INST 

Colombia 

https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST
https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST
https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST
https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST
https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST
https://descubridor.banrepcultural.org/discovery/fulldisplay/alma991008762599707486/57BDLRDC_INST:57BDLRDC_INST


 

 

2 Gómez 
Acevedo, 
Maritza 
(2025) 

El análisis de la importancia de las 
Juntas de Acción Comunal en la 
Administración Pública en 
Colombia; editorial: Escuela 
Superior de Administración 
Pública; Bogotá- Colombia.  

https://repositoriocdi
m.esap.edu.co/items/
85b6d4c6-5b49-43ca-
872a-950d9d0783fc 

Colombia 

3 Casas Silva, 
M. A. (2023). 

La experiencia del modelo de 
fortalecimiento de juntas de 
acción comunal del programa 
Territorios de Oportunidad de 
USAID [Trabajo de grado, Pontificia 
Universidad Javeriana].  

https://repository.jave
riana.edu.co/handle/1
0554/65456 

Colombia 

4 Ministerio 
de 
Educación 
Nacional. 
(2022). 

Lineamientos del Programa de 
Alimentación Escolar. Bogotá. 
 

https://www.mineduc
acion.gov.co/portal/mi
crositios-preescolar-
basica-y-
media/Programa-de-
Alimentacion-Escolar-
PAE/ 

Colombia 

5 Organizació
n de las 
Naciones 
Unidas- 
ONU (2015). 

Agenda 2030 para el desarrollo 
sostenible. Nueva York. 
 

https://unctad.org/sys
tem/files/official-
document/ares70d1_e
s.pdf 
 

EE.UU 

6 Velásquez, 
F. (2003). 

La participación ciudadana en 
Bogotá: mirando el presente, 
pensando el futuro. Alcaldía Mayor 
de Bogotá - Universidad Javeriana. 
 

https://www.bing.com
/search?pglt=43&q=Ve
lásquez%2C+F.+(2003
).+La+participación+ci
udadana+en+Bogotá%
3A+mirando+el+prese
nte%2C+pensando+el
+futuro.+Alcaldía+May
or+de+Bogotá+-
+Universidad+Javerian
a.&cvid=2b148e79eeb
f486e8ac5d646f3469a
21&gs_lcrp=EgRlZGdlK
gYIABBFGDkyBggAEEU
YOTIHCAEQ6wcYQDII
CAIQ6QcY_FXSAQc5O
TdqMGoxqAIIsAIB&FO
RM=ANNAB1&PC=U53
1 

Colombia 

7 Laboratorio 
de 
Economía 
de la 

Informe No. 91 Análisis detallado 
del Programa de Alimentación 
Escolar (PAE) en Colombia, desde 
la evidencia.  

https://lee.javeriana.e
du.co/publicaciones-
y-documentos 

Colombia 

https://repositoriocdim.esap.edu.co/items/85b6d4c6-5b49-43ca-872a-950d9d0783fc
https://repositoriocdim.esap.edu.co/items/85b6d4c6-5b49-43ca-872a-950d9d0783fc
https://repositoriocdim.esap.edu.co/items/85b6d4c6-5b49-43ca-872a-950d9d0783fc
https://repositoriocdim.esap.edu.co/items/85b6d4c6-5b49-43ca-872a-950d9d0783fc
https://repository.javeriana.edu.co/handle/10554/65456
https://repository.javeriana.edu.co/handle/10554/65456
https://repository.javeriana.edu.co/handle/10554/65456
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://www.mineducacion.gov.co/portal/micrositios-preescolar-basica-y-media/Programa-de-Alimentacion-Escolar-PAE/
https://unctad.org/system/files/official-document/ares70d1_es.pdf
https://unctad.org/system/files/official-document/ares70d1_es.pdf
https://unctad.org/system/files/official-document/ares70d1_es.pdf
https://unctad.org/system/files/official-document/ares70d1_es.pdf
https://lee.javeriana.edu.co/publicaciones-y-documentos
https://lee.javeriana.edu.co/publicaciones-y-documentos
https://lee.javeriana.edu.co/publicaciones-y-documentos


 

 

Educación 
(LEE) de la 
Pontificia 
Universidad 
Javeriana. 
(2024). 

8 Gaibor 
Costta, P. A. 
(2023). 

Impacto de la alimentación 
escolar en el desarrollo cognitivo 
de los estudiantes: evidencia en 
Ecuador. Revista cuestiones 
económicas, 40-71. 

https://dialnet.unirioja
.es/servlet/articulo?co
digo=9155528 
 

Ecuador 

9 Departamen
to Nacional 
de 
Planeación - 
DNP. (2021). 

Evaluación de operaciones y 
resultados del Programa de 
Alimentación Escolar (PAE) a partir 
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Fuente: Construcción propia, 2026 

En este orden de ideas, en la presente investigación se evidencian los aportes de Cunill, N. 
(1991), quien señala y reitera la importancia de la participación ciudadana como una 
alternativa para los estados latinoamericanos, para fortalecer el control social, la vigilancia y 
la inversión pública y el control ciudadano de los recursos públicos.  

Según Gómez Acevedo, Maritza (2025), es necesaria la implementación de procesos 
integrales y continuos que incluyan la participación de las JAC y el acompañamiento del 
Estado colombiano, con estrategias de cooperación entre instituciones y la ciudadanía. Por 
cuanto, estos escenarios permiten la formación comunitaria y espacios de formación política 
y construcción de ciudadanía.  

De igual forma, encontramos los estudios de Casas Silva, M. A. (2023), quien plantea un 
modelo de fortalecimiento de las JAC en territorios de oportunidades de USAID, donde se 
materializa la gobernanza colaborativa en la Vereda de Buenavista y Caño Alfa del Municipio 
de Puerto Rico, Departamento del Meta; donde se propone aprovechar la infraestructura 
comunal, para posibilitar el desarrollo comunitario, confianza mutua y efectiva alianza 
interinstitucional para el desarrollo integral del territorio.  
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De igual manera, esta investigación se articula y toma como fundamento los lineamientos 
establecidos por la Organización de las Naciones Unidas- ONU (2015), que plantea la Agenda 
2030 de los Objetivo del Desarrollo Sostenible-ODS; donde se esquematiza un plan 
compuesto por 17 Objetivos, en favor de las personas, el planeta y la prosperidad, brindando 
orientación para la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones, incluida la 
pobreza extrema, la desnutrición y que constituye uno de los mayores desafíos que enfrenta 
la aldea global y que constituye un requisito indispensable para el desarrollo sostenible. 
Donde estos, cimientan en tres dimensiones: económica, social y ambiental.  

Del mismo modo, se pueden evidenciar los aportes u orientaciones del Ministerio de 
Educación Nacional. (2022), sobre Lineamientos del Programa de Alimentación Escolar-PAE, 
donde se resalta la atención para el 2026, con una proyección de 6,2 millones de estudiantes 
del sistema educativo oficial en todo el país. Asimismo, se destaca el fortalecimiento del 
programa y se evidencia en el crecimiento sostenido de su financiación. Entre 2022 y 2026, los 
aportes del Gobierno nacional al PAE pasaron de $1,56 billones a cerca de $3 billones, 
reflejando un esfuerzo significativo por robustecer la alimentación escolar en el país. Al sumar 
los recursos de todas las fuentes, incluidas regalías, gobernaciones y alcaldías, el 
presupuesto total del programa pasaría de $4,33 billones en 2022 a $7,24 billones en 2026, lo 
que demuestra un respaldo financiero sin precedentes para ampliar la cobertura y garantizar 
la atención de niñas, niños y jóvenes en todo el territorio nacional.  

También, se toman como fundamento los estudios de Velásquez (2003), quien realiza una 
mirada sobre la importancia de la participación ciudadana en la ciudad de Bogotá, con el fin 
de generar conciencia y utilidad práctica, vincular a las JAC en la construcción de mecanismos 
comunitarios para la consecución de los fines estatales.  

Más aún, se encuentran los estudios realizados por el Laboratorio de Economía de la 
Educación (LEE) de la Pontificia Universidad Javeriana. (2024). Informe No. 91 Análisis 
detallado del Programa de Alimentación Escolar (PAE) en Colombia, desde la evidencia. Que 
realiza un estudio detallado señalando que la cobertura del Programa de Alimentación Escolar 
(PAE) en Colombia ha experimentado un crecimiento constante en los últimos años, pasando 
del 73% en 2019 al 79% en 2023. A pesar de este avance, persisten brechas significativas entre 
los distintos departamentos, evidenciando disparidades o brechas regionales. Por ejemplo, 
departamentos como Amazonas, Casanare y Guaviare continúan reportando coberturas por 
debajo del 50%, lo que señala la necesidad de abordar desafíos específicos en estas áreas. 
Aunque se observa una tendencia al alza en el presupuesto asignado al PAE, con un 
incremento de 0,85 billones de pesos entre 2022 y 2023, aún subsisten desafíos importantes 
en relación con la cobertura y los resultados del programa. Estos desafíos requieren una 
atención continua por parte de las autoridades pertinentes para garantizar que el PAE cumpla 
efectivamente con su objetivo de brindar alimentación adecuada a los estudiantes 
colombianos. Asimismo, resalta la investigación que se debe realizar más esfuerzo en la 
inversión en esta materia en departamentos como Amazonas, Putumayo y Córdoba. Sin 
embargo, plantea que existen niveles de inseguridad alimentaria entre los que se destacan: La 
Guajira, Sucre y Magdalena.  

Además, se encuentran los estudios de Gaibor Costta, P. A. (2023), quien realiza una 
investigación sobre el desarrollo cognitivo de los estudiantes cuando se les brinda una 



 

 

alimentación adecuada, para mejorar su rendimiento académico y los resultados en su 
proceso formativo.  

Enfatizando en los aportes del Departamento Nacional de Planeación - DNP. (2021), se 
evidencia en este estudio al señalar que el PAE ha demostrado ser una herramienta efectiva 
para mejorar diversos aspectos educativos y sociales. 

Así mismo, se observa las investigaciones de Granados Estrada, L. T. (2022), entorno a las 
expectativa del impacto del PAE en las expectativas educativas reiterando este genera un 
impacto positivo y significativo, permitiendo que los educandos no deserten por el tema de 
alimentación, brindándole un apoyo de seguridad alimentaria por parte del Estado, para que 
los estudiantes puedan transitar hacia la educación superior, mejorando la retención, bajando 
la deserción y posibilitando el éxito académico.   

Para finiquitar este segmento teórico, localizamos la investigación de Porto Gutiérrez, I. M. 
(2016), quien expresa el impacto del PAE en disminuir el trabajo infantil y permitir que muchos 
educandos puedan culminar sus estudios y el desarrollo cognitivo y mejores resultados 
educativos.  

En síntesis, los estudios precedentes confirman que una adecuada alimentación escolar es 
un catalizador para erradicar el trabajo infantil, mejorar el rendimiento académico y asegurar 
la permanencia en el sistema educativo; no obstante, estos logros se ven intimidados por las 
marcadas desigualdades regionales y las alertas de cobertura vigentes. Frente a este 
panorama, el control fiscal ciudadano no es un asunto añadido, sino un requisito de 
supervivencia de la política pública. Así, el objetivo de esta investigación —centrado en 
analizar el rol de las Juntas de Acción Comunal en la contratación del PAE (2020-2025)- se 
levanta como una respuesta analítica necesaria para comprender cómo la fiscalización 
comunitaria puede cerrar la brecha entre el diseño normativo del programa y su cumplimiento 
real en las regiones históricamente desatendidas. 

Otros aspectos importantes para valorar se presentan en la siguiente fundamentación 
conceptual y teórica: la participación ciudadana y el control social; las Juntas de Acción 
Comunal como mecanismo de participación; el control fiscal y la transparencia en la 
contratación pública. 
 
5.1 Participación Ciudadana y Control Social 
 
La participación ciudadana se define como el proceso mediante el cual los ciudadanos se 
involucran de manera activa en la toma de decisiones públicas, el seguimiento de políticas y 
el control de la gestión gubernamental (Cunill, 1991). En el contexto colombiano, la 
Constitución Política de 1991 establece la participación como un derecho fundamental y un 
principio del Estado Social de Derecho. 
 
El control social, como expresión de la participación ciudadana, se refiere a la capacidad de 
los ciudadanos y las organizaciones sociales para vigilar, supervisar y exigir rendición de 
cuentas a las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones (Velásquez, 2003). Este 
control se materializa a través de diversos mecanismos institucionales y no institucionales. 
 



 

 

5.2 Las Juntas de Acción Comunal como Mecanismo de Participación 
 
Las Juntas de Acción Comunal, reguladas por la Ley 743 de 2002, son organizaciones cívicas, 
sociales y comunitarias de gestión social, sin ánimo de lucro, de naturaleza solidaria, con 
personería jurídica y patrimonio propio. Su función principal es promover el desarrollo integral, 
sostenible y sustentable construido a partir del ejercicio de la democracia participativa 
(Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, 2012). 
 
5.3 Control Fiscal y Transparencia en la Contratación Pública 

En el marco del Estado Social de Derecho en Colombia, la contratación pública constituye uno 
de los instrumentos más críticos para la materialización de los fines estatales y la garantía de 
los derechos fundamentales. Debido a que involucra la asignación y ejecución de cuantiosos 
recursos del erario, este escenario es históricamente uno de los más vulnerables a riesgos de 
ineficiencia y corrupción. Frente a esta realidad, la transparencia y el control fiscal se erigen 
como principios y mecanismos constitucionales e institucionales complementarios 
indispensables para salvaguardar el patrimonio público. 

Por un lado, la transparencia en la contratación pública opera como un principio rector y una 
medida preventiva de acceso a la información. Este principio busca garantizar que los 
procesos de selección, adjudicación y ejecución contractual sean visibles, públicos y 
consultables por cualquier ciudadano, reduciendo las asimetrías de información y la opacidad 
que facilitan las prácticas colusorias o el desvío de fondos. Sin embargo, la transparencia por 
sí sola es insuficiente si no se articula con mecanismos de fiscalización posteriores y 
concomitantes. 

Es allí donde cobra relevancia el control fiscal, definido constitucionalmente en el Artículo 267 
(Constitución, 1991) como una función pública orientada a vigilar la gestión fiscal de la 
administración y de los particulares que manejen fondos o bienes de la Nación. Es 
fundamental precisar que la titularidad y la facultad imperativa para ejercer este control fiscal 
formal e institucional recaen exclusivamente en la Contraloría General de la República y las 
contralorías territoriales competentes, quienes evalúan bajo criterios de economía, eficiencia, 
eficacia y equidad los resultados de la contratación. 

No obstante, el modelo constitucional colombiano reconoce que la cobertura institucional no 
alcanza a cubrir la totalidad de la capilaridad contractual en los territorios más apartados. Por 
ello, el control fiscal formal se complementa de manera sinérgica con el control social a la 
gestión fiscal, donde la ciudadanía y las organizaciones de base actúan como un canal de 
control social participativo. Así, la transparencia proporciona los datos y la información 
pública, la ciudadanía en el territorio actúa como un sensor de alertas tempranas, y la 
Contraloría General de la República activa sus facultades sancionatorias y de auditoría formal. 
Esta correlación resulta determinante en programas de alta sensibilidad social como el 
Programa de Alimentación Escolar (PAE), donde la debida ejecución de los contratos públicos 
impacta de forma directa la garantía de derechos fundamentales en la infancia. 

Bases conceptuales: 
 



 

 

La presente investigación tiene como insumo académico las siguientes bases conceptuales, 
que detallamos seguidamente: 

• Participación ciudadana: Es la intervención activa de la ciudadanía en la toma de 
decisiones sobre los asuntos de interés público de una comunidad, ciudad o país. 

La participación ciudadana es el mecanismo que tienen las personas para hacer llegar 
su voz y sus propuestas a todos los niveles de gobierno. Es un legítimo derecho de los 
ciudadanos a intervenir en la toma de decisiones, respecto al manejo de los recursos 
y las acciones que tienen un impacto en el desarrollo de nuestras comunidades. 

• Control fiscal: Es la función pública que se encarga de supervisar la gestión fiscal de la 
administración y de los particulares que manejan fondos o bienes públicos (RAE, 
2026).   
 
El control fiscal es una actividad de exclusiva vocación pública que busca asegurar los 
intereses generales de la comunidad, representados en la garantía del buen manejo de 
los bienes y recursos públicos, para asegurar los fines esenciales del Estado de servir 
a aquella y promover la prosperidad, cuya responsabilidad se confía a órganos del 
Estado como las contralorías, aunque con la participación ciudadana en la vigilancia 
de la gestión pública. Si bien el ejercicio de este control es responsabilidad de las 
Contralorías, ello no excluye la posibilidad de que excepcionalmente la vigilancia se 
realice por particulares.  

• Control social: Se refiere a los mecanismos y procesos a través de los cuales una 
sociedad o grupo dominante regula el comportamiento de sus miembros, buscando 
mantener el orden y la conformidad con las normas establecidas. De igual forma, el 
control social es un derecho y deber de los ciudadanos a participar de manera 
individual o a través de sus organizaciones, redes sociales e instituciones, en la 
vigilancia de la gestión pública y sus resultados para la correcta utilización de los 
recursos y bienes públicos (artículos 60, 61 y 63 de la Ley 1757 de 2015)  
 

• Veeduría ciudadana:  Mecanismo democrático de representación que les permite a los 
ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias ejercer vigilancia sobre la 
gestión pública respecto a las autoridades administrativas, políticas, judiciales, 
electorales, legislativas y órganos de control, así como la de las entidades públicas o 
privadas, organizaciones no gubernamentales de carácter nacional o internacional 
(RAE, 2026). 

Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación 
que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer 
vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades, administrativas, 
políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, así como de las 
entidades públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales de carácter 
nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un 
programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público. (Artículo 1 de 
la Ley 850 de 2003) 



 

 

• Contratación pública: Acción y efecto de contratar, que incluye el comercio y trato de 
géneros vendibles. También consiste en la acción de contratar, que implica la 
celebración de contratos y adjudicación de licitaciones. Para coordinar y optimizar las 
compras de bienes y servicios por parte de las entidades del Estado (RAE, 2026).  

La contratación pública es una herramienta que permite establecer las reglas del juego 
entre el Estado y sus proveedores, de tal suerte que el primero tiene la función 
obligatoria de defender los intereses del Estado y el segundo de sujetarse o someterse 
a las reglas impuestas por las entidades públicas. 

• Participación comunitaria: Se refiere a la vinculación activa de los miembros de una 
comunidad en la toma de decisiones y en la implementación de acciones que afectan 
su entorno (RAE, 2026). 
 
La participación comunitaria es un concepto que se asocia a los principios de la 
democracia participativa y posee una comprensión amplia, cuyo punto de encuentro 
posibilita reconocerla como un proceso social, donde se establecen relaciones entre 
la sociedad civil y los gobiernos a partir de la apropiación de espacios y mecanismos 
que permiten la apropiación de lo público en aras de intereses colectivos de bienestar 
y desarrollo. 
 
De manera esquemática se puede afirmar que la participación comunitaria se 
materializa en el ejercicio de los derechos civiles y políticos relacionados con la 
participación en instancias de consulta, deliberación y/o decisión sobre asuntos 
públicos y en la libre conformación de organizaciones sociales, así como en la 
interacción cotidiana de las personas. 

Bases legales 
 

Las bases o fundamentación legales en que se ampara esta investigación a nivel internacional 
y nacional son instrumentos internacionales, que se detallan seguidamente: 

• La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUCC), mediante la 
Resolución 58/2004, que constituye un tratado multilateral adoptado en el 2003, que 
busca prevenir y combatir la corrupción a nivel global, así como fortalecer la rendición 
de cuentas en el sector público y privado. 

• La Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), del 29 de marzo de 1996; que busca promover y fortalecer el 
desarrollo de los mecanismos necesarios para prevenir, sancionar y erradicar la 
corrupción en el ejercicio de funciones públicas.  
 

De igual forma, en el contexto nacional se observa y evidencia la fundamentación legal 
compuesta por regulaciones que se permite compartir:   

• La Constitución Política de Colombia de 1991, que señala que Colombia es un Estado 
Social y Democrático de Derecho, en su artículo 1.º y en su artículo 2.º, puntualiza que 
establece los fines esenciales del Estado: servir a la comunidad y promover la 



 

 

prosperidad general. Como también, el artículo 67, que establece que la educación es 
un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social. La nación 
y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y administración 
de los servicios educativos estatales, en los términos que señale la Constitución y la 
ley.  

• La Ley 80 de 1993, tiene como objetivo reglas y principios que rigen los contratos de las 
entidades estatales, garantizando la transparencia, economía y responsabilidad en la 
contratación pública. 

• La Ley 850 de 2003, que regula las veedurías ciudadanas en Colombia, permite a los 
ciudadanos y a las organizaciones civiles ejercer vigilancia sobre la gestión pública y la 
ejecución de programas, proyectos, contratos o servicios públicos.  

• Ley 1474 de 2011, que fortalece los mecanismos de prevención, investigación y 
sanción de los actos de corrupción en Colombia.  

• Ley 2166 de 2021, que regula la Acción Comunal en Colombia, promoviendo su 
organización democrática, participación y representatividad y establece lineamientos 
para la política pública de los organismos comunales y sus afiliados.  

• Ley Estatutaria 1757 de 2015. Considerado el eje transversal de la participación 
ciudadana en Colombia, que promueve, protege y garantiza el derecho a participar en 
la vida política, administrativa y comunitaria, otorgando el marco legal definitivo para 
que las Juntas de Acción Comunal (JAC) ejerzan una vigilancia legítima y un control 
social efectivo sobre la gestión pública y la contratación estatal en sus territorios. 

• Ley 2167 de 2021. Dictamina normas para garantizar la ejecución oportuna y la 
financiación del Programa de Alimentación Escolar (PAE), determinando que los 
recursos destinados a este fin deben ser de destinación específica y de ejecución 
ininterrumpida durante todo el calendario académico. Al asegurar la intangibilidad y 
constancia del presupuesto, esta ley proporciona el objeto material preciso sobre el 
cual las organizaciones de base comunitaria despliegan sus capacidades de control 
social, asegurando que la financiación legalmente blindada por el Estado se traduzca 
de manera transparente en raciones reales y de calidad para los estudiantes. 

La gestión institucional y la vigilancia comunitaria han sido ampliamente respaldadas por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, cuya normativa se incluye en: 

• Sentencia C-158 de 2020, mediante la cual la Corte avaló el Decreto Legislativo 470 de 
2020 durante la emergencia sanitaria por COVID-19. En dicho pronunciamiento, el 
tribunal reafirmó de manera categórica que el PAE no es un servicio asistencial 
accesorio, sino una parte esencial e indisoluble del servicio público de educación, 
obligando al Estado a garantizar su continuidad, incluso en periodos de crisis. 
Asimismo, el tribunal constitucional ha dejado en claro que la garantía de este derecho 
no es una tarea exclusiva del nivel central, sino que exige una corresponsabilidad 
territorial y comunitaria.  

• Sentencia T-400 de 2023, la Corte reconoció explícitamente la vulneración simultánea 
de los derechos a la alimentación y a la educación ante las fallas de cobertura del PAE, 
enfatizando la obligación constitucional que tienen tanto el Estado como la sociedad 
civil de concurrir armónicamente en el apoyo y protección de los menores; mandato 
que abre las puertas institucionales para la participación de organizaciones de base 
como las Juntas de Acción Comunal (JAC).  



 

 

• Sentencia T-364 de 2023, “dictada para proteger el derecho a la educación y 
alimentación de comunidades indígenas en el departamento de Vaupés, resaltó que la 
efectividad del programa depende del desarrollo de espacios de diálogo comunitario. 
Aunque esta última providencia no menciona explícitamente la figura de las JAC, su 
doctrina resalta que la vigilancia del programa desde el propio territorio es un requisito 
indispensable para la pertinencia y transparencia de la política pública”. 

 Metodología 

La presente investigación se realiza con un enfoque mixto vinculando instrumentos de 
enfoque cualitativo (textuales e interpretativos) con apoyo cuantitativo (datos numéricos), en 
un solo estudio, mediante revisión documental, análisis normativo, estudio de casos y 
recopilación de estadísticas oficiales (Creswell, 2022). Asimismo, se realizó un diseño de 
investigación bibliográfico y de trabajo de campo, con una tipología de carácter descriptivo-
analítico para comprender las dinámicas de participación de las JAC en el control fiscal del 
PAE. La investigación se fundamenta en el paradigma interpretativo, buscando comprender 
los significados y percepciones de los actores involucrados. 

En cuanto a las técnicas de recolección de la información se utilizaron las siguientes:  

 
• Análisis Documental: Se revisaron documentos normativos, estudios previos, 

informes de gestión del PAE, actas de reuniones de JAC y documentos de entidades de 
control fiscal. 

• Entrevistas semiestructuradas: Se realizaron 20 entrevistas con diferentes actores: 8 
representantes de JAC de diferentes regiones; 4 funcionarios de entidades territoriales 
encargadas del PAE; 4 representantes de órganos de control fiscal; 4 miembros de la 
comunidad educativa.  

Para los criterios de selección, los participantes fueron escogidos mediante muestreo 
intencional, considerando: a) Experiencia en participación comunitaria; b) Conocimiento del 
PAE; c) Representatividad territorial (urbano-rural); d) Disponibilidad para participar en el 
estudio. 

 Estudio del caso, resultados y discusión 

Estudio del Caso: 

Se analizó la contratación del PAE en entidades territoriales entre 2020 y 2026, evaluando los 
mecanismos de participación comunitaria y los informes de control fiscal. Como se puede 
apreciar seguidamente (ver imagen 1):  

Imagen 1- Coberturas de Entes Territoriales Certificadas con el PAE 



 

 

 

Fuente: Ministerio de Educación Nacional de Colombia, 2026. 

La imagen 1 refleja, en el informe del Ministerio de Educación Nacional de Colombia, que se 
ha realizado una mayor cobertura en un mayor número de estudiantes atendidos. En esa línea, 
el país avanza hacia la universalización del programa: mientras en 2022 solo 21 Entidades 
Territoriales Certificadas (ETC) alcanzaban coberturas cercanas al 95%, para 2026 la meta es 
llegar a 54 ETC, duplicar esta cifra e incorporar territorios como Malambo, Soacha, Guainía, 
Bolívar, Cartagena y Valledupar, entre otros. La distribución de los recursos para 2026 también 
evidencia un fortalecimiento de la financiación territorial: 91 Entidades Territoriales 
Certificadas recibirán mayores asignaciones frente a 2025, lo que permitirá consolidar la 
operación del programa y ampliar la cobertura en distintas regiones del país.  

Así mismo, para el año 2026, el Programa de Alimentación Escolar, tiene una cobertura del 
90,8 % en todo el territorio colombiano y para eso, desde el Gobierno nacional, desde el 
Ministerio de Educación, hemos tomado las siguientes medidas: duplicar el presupuesto, en 
ese sentido, en el 2022 aportábamos 1,5 billones y para este 2026 vamos a contar con 3 
billones de pesos" (Ministerio de Educación Nacional de Colombia, 2026).  

De igual forma, se evidencia en las cifras y estadísticas del PAE, 2020-2024, el incremento 
significativo en el presupuesto año por año y en los beneficiarios desde el 2020 hasta el 2024, 
como se puede apreciar en la siguiente Tabla 3:   

 
Tabla 3. Cifras y estadísticas del PAE-Colombia 

Año Beneficiarios Presupuesto 

2020 5.5 millones 1.8 billones COP 

2021 5.6 millones 1.9 billones COP 

2022 5.7 millones 2.1 billones COP 

2023 5.9 millones 2.3 billones COP 

2024 6 millones 2.5 billones COP 

Fuente: Cobertura estimada del Programa de Alimentación Escolar-MEN, 2024 



 

 

 
Sin embargo, entidades como la Fiscalía General de la Nación y la Procuraduría General de la 
República han denunciado continuas irregularidades en la ejecución del Programa de 
Alimentación Escolar (PAE) en departamentos como La Guajira, Atlántico, Bolívar, Cesar, 
Magdalena, Sucre, Chocó, Cundinamarca, Huila, Valle del Cauca, Cauca, Amazonas, 
Santander y Norte de Santander (Fiscalía General de la Nación, 2018). Dentro del repertorio de 
irregularidades del programa PAE, se logran identificar: sobrecosto, deficiencia en la calidad 
de alimentos, contratistas no idóneos y problemas logísticos (Ver Tabla 4):   
 
 
 

Tabla 4. Irregularidades detectadas del PAE-Colombia 
 

Tipo de irregularidad Porcentaje 

Sobrecostos en contratos 35% 

Deficiencia en calidad de alimentos 25% 

Contratistas no idóneos 20% 

Problemas logísticos 20% 

Fuente: Correlación entre Informes de la CGN y PGN-Colombia, 2020-2026. 

 
Los informes de la Procuraduría General de la Nación-PGN (2018), señalan que alrededor de 5 
gobernadores, 7 exgobernadores, 8 alcaldes y 45 exalcaldes están siendo investigados y a 
muchos de ellos han sido condenados, por irregularidades en el Programa de Alimentación 
Escolar-PAE; dentro de los departamentos que se han presentado este tipo de irregularidades 
y que han condenado mandatarios: Atlántico, Arauca, Santander, Caquetá, Amazonas, 
Casanare, Cauca, Sucre, La Guajira y Cesar.  
 
Asimismo, los informes de la Contraloría General de la República (CGR, 2024) se concentran 
en regiones específicas como el Pacífico, los Llanos y el Eje Cafetero. Afectando alrededor de 
3.9 millones de niños y adolescentes en todo el territorio nacional. El estudio revela que 
alrededor de 48 Entidades Territoriales Certificadas (ETC) fueron más afectadas por estos 
problemas. El Informe también devela que alrededor de un 44% de las irregularidades 
identificadas están relacionadas con sobrecosto en la puesta en curso del proceso; mientras 
que un 36% de los problemas se deben a la deficiencia en la supervisión y control del PAE.  
 
De igual forma, en el año 2026, la Contraloría General de la República (CGR) sigue exponiendo 
y denunciando las irregularidades en el PAE en Colombia, por más de 53.000 millones; como 
también el riesgo del retraso del programa para esta vigencia fiscal; de las auditorías 
realizadas en 68 entidades territoriales; sigue evidenciando las fallas como sobrecosto, 
soportes y ejecución contractual. Entre los departamentos se encuentran: Boyacá, 
Cundinamarca, Nariño (hallazgos más altos); Quindío, Meta y Arauca. De igual forma, el ente 
de control alertó sobre la afectación en 12 ETC, que están en riesgo de retrasos de este tipo de 
programas como lo constituyen los departamentos de Magdalena, Cesar, Huila, Valledupar, 



 

 

Chocó y Quibdó. También, mencionan Palmira, Armenia, Facatativá, Yopal, Pitalito y 
Buenaventura.  
 
Lo anterior evidencia que se deben redefinir las estrategias y acciones que se vienen 
adelantando en torno al programa del PAE, entendiendo que el derecho a la alimentación no 
posee una cobertura adecuada en la República de Colombia y en diversos países de 
Latinoamérica, debido a las diversas problemáticas de corrupción y malversación de los 
recursos públicos, generando con ello altos niveles de desnutrición y deserción de la 
población estudiantil. Con las consecuencias socioeconómicas que ello genera. Por lo tanto, 
es esencial vincular actores sociales como JAC para la consecución de los fines estatales.  

Resultados: 
 

En los resultados de esta investigación se estará analizando el marco normativo de la 
participación de la JAC en el PAE, la percepción de la participación actual, mecanismos de 
control de la JAC y los desafíos de la implementación, los cuales se comparten a continuación:  
 
7.2.1 Marco Normativo de Participación de las JAC en el PAE 
 
El análisis documental reveló que existe un marco normativo que facilita la participación de 
las JAC en el seguimiento del PAE. La Ley 1176 de 2007 establece la obligatoriedad de 
constituir comités de alimentación escolar con participación de la comunidad educativa. 
Adicionalmente, el Decreto 1075 de 2015 reglamenta la participación de organizaciones 
comunitarias en el seguimiento del programa. 
 
7.2.2 Percepciones sobre la Participación Actual 
 
Los resultados de las entrevistas muestran percepciones mixtas sobre la efectividad de la 
participación de las JAC, entre las cuales, se encuentra:  

a) Fortalezas identificadas: Conocimiento directo de las necesidades comunitarias, 
Legitimidad social para ejercer control, Capacidad de movilización comunitaria y 
Presencia territorial permanente. 

b) Debilidades identificadas: limitaciones en capacidades técnicas para el control fiscal, 
acceso restringido a información sobre contratación, falta de recursos para ejercer 
seguimiento efectivo y debilidad en mecanismos de articulación con entidades de 
control.  

 
7.2.3 Mecanismos de Control Fiscal Ejercidos por las JAC 
 

Se identificaron diferentes formas de participación de las JAC en el control fiscal del PAE:  
a) Control Directo: Verificación de calidad y cantidad de alimentos, Supervisión de 

horarios de entrega y Seguimiento a condiciones de almacenamiento y preparación. 
b) Control Indirecto: Participación en comités de alimentación escolar, Presentación de 

quejas y denuncias y Solicitud de información a autoridades competentes. 
 



 

 

7.2.4 Desafíos en la Implementación 
 

Los principales desafíos identificados incluyen: 
a) Capacidades Técnicas: Las JAC requieren fortalecimiento en conocimientos sobre 

contratación pública, control fiscal y marcos normativos del PAE. 
b) Acceso a la Información: Existen limitaciones en el acceso oportuno y 

comprensible a información sobre procesos de contratación, especificaciones 
técnicas y ejecución presupuestal. 

c) Articulación Institucional: Se evidencian debilidades en los mecanismos de 
coordinación entre JAC, entidades territoriales y órganos de control fiscal. 

d) Sostenibilidad: La participación depende en gran medida del voluntariado, lo que 
puede afectar la continuidad de las acciones de control. 

 

Discusión 
 

Los resultados confirman que las Juntas de Acción Comunal (JAC), juegan un papel 
preponderante para materializar la participación y el control ciudadanos en la contratación del 
Programa de Alimentación Escolar (PAE) en Colombia. Su capacidad instalada y presencia en 
todo el territorio nacional permiten articular instancias comunitarias, control social y 
participación ciudadana y promover el bienestar colectivo, con el cumplimiento de los fines 
del Estado, mediante la contratación pública de la alimentación escolar.  
 
Dichos procesos permiten la defensa de los derechos locales y públicos y la gestión efectiva 
de programas sociales. Por lo que las JAC actúan como canales de comunicación efectiva 
entre las comunidades y las autoridades, ejerciendo control y presión política y social para 
garantizar la atención a las necesidades prioritarias, la formulación de políticas públicas, la 
asignación de recursos y la vigilancia de estos. Además, el liderazgo comunal y su capacidad 
de gestión ha sido crucial, para consolidar y dinamizar la infraestructura del país, tanto en el 
centro, la región andina, en la zona continental, la región insular, como en la periferia de la 
República de Colombia; contribuyendo con ello, en la consolidación del Estado Social 
Democrático de Derecho, garantiza el derecho a la alimentación (Restrepo Yepes, 2014) y la 
construcción de una sociedad más justa, participativa, comunitaria e incluyente.  
 
Además, la literatura sobre participación ciudadana sugiere que la efectividad del control 
social depende de factores como el acceso a la información, las capacidades ciudadanas y la 
existencia de canales institucionales apropiados (Peruzzotti y Smulovitz, 2002).  
 
Conclusiones  

 
El análisis documental, complementado con el estudio de caso de la contratación del PAE en 
entidades territoriales, evidenció que el fortalecimiento de la participación de las Juntas de 
Acción Comunal en los procesos de vigilancia del Programa de Alimentación Escolar 
constituye un mecanismo innovador para complementar el control fiscal institucional, al 
incorporar una dimensión territorial y comunitaria que fortalece la transparencia en la 
contratación pública.  



 

 

 
Este hallazgo representa uno de los principales aportes del estudio, pues demuestra que la 
participación organizada de la comunidad no solo favorece el ejercicio del control social 
previsto por la Constitución y la legislación colombiana, sino que amplifica las capacidades 
preventivas frente a riesgos de corrupción, ineficiencia y desviación de recursos públicos 
destinados a garantizar el derecho fundamental a la alimentación escolar. Los resultados 
evidencian que las Juntas de Acción Comunal cuentan con reconocimiento y arraigo en sus 
comunidades, además de un conocimiento cercano de las dinámicas territoriales, lo que les 
permite detectar oportunamente posibles irregularidades en la ejecución del Programa de 
Alimentación Escolar y contribuir al fortalecimiento de la transparencia y la rendición de 
cuentas. 

La principal contribución de este trabajo radica en proponer una relación funcional entre 
alimentación escolar, participación ciudadana y control fiscal, entendiendo que la garantía 
efectiva del derecho a la alimentación no depende exclusivamente del incremento 
presupuestal o del diseño normativo del programa, sino de la existencia de mecanismos 
permanentes de vigilancia comunitaria que permitan verificar que los recursos públicos 
lleguen efectivamente a los estudiantes. Desde esta perspectiva, las Juntas de Acción 
Comunal dejan de ser únicamente organizaciones de representación comunitaria para 
convertirse en actores que fortalecen la gobernanza pública mediante procesos de control 
preventivo, veeduría y seguimiento ciudadano. 

De igual manera, la investigación evidencia que la participación comunitaria no reemplaza las 
competencias constitucionales de la Contraloría General de la República ni de las contralorías 
territoriales, sino que las complementa mediante un esquema de corresponsabilidad 
institucional. En este modelo, el Estado mantiene de manera exclusiva la potestad 
constitucional del control fiscal, mientras que la ciudadanía organizada aporta información 
territorial, genera alertas tempranas y promueve escenarios de vigilancia continua que 
permiten hacer más eficiente la acción de los organismos de control. Esta articulación 
redefine el alcance del control fiscal contemporáneo al integrar mecanismos institucionales y 
comunitarios dentro de una misma estrategia de protección del patrimonio público.  

Asimismo, el estudio confirma que las principales limitaciones para consolidar este modelo 
de participación se encuentran en las debilidades técnicas de las JAC, las restricciones en el 
acceso oportuno a la información contractual y la insuficiente coordinación entre las 
organizaciones comunitarias y las entidades responsables de la ejecución y vigilancia del PAE. 
En consecuencia, la eficacia de este modelo exige fortalecer procesos permanentes de 
capacitación, transparencia activa, acceso a información pública y desarrollo de 
herramientas tecnológicas que faciliten la participación ciudadana en tiempo real.  

La investigación aporta una nueva perspectiva para el análisis de las políticas públicas de 
alimentación escolar al demostrar que la protección del derecho a la alimentación trasciende 
la prestación material del servicio y se proyecta como un escenario de construcción 
democrática, gobernanza colaborativa y corresponsabilidad entre Estado y ciudadanía. En 
este sentido, el fortalecimiento de las Juntas de Acción Comunal no solo incrementa la 
transparencia de la contratación pública, sino que contribuye al cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado Social de Derecho, consolidando un modelo de vigilancia ciudadana 



 

 

que favorece la protección efectiva de los derechos de niños, niñas y adolescentes y mejora la 
legitimidad de la gestión pública en los territorios. 
 
Recomendaciones 
 
Como parte de algunas recomendaciones finales, se propone fortalecer las capacidades 
técnicas de las Juntas de Acción Comunal mediante procesos permanentes de capacitación 
en contratación pública, control fiscal y el marco normativo del Programa de Alimentación 
Escolar. Asimismo, resulta indispensable consolidar políticas de transparencia activa que 
garanticen el acceso oportuno, suficiente y comprensible a la información sobre la 
contratación y ejecución del PAE, reconociendo que la disponibilidad de esta información 
constituye un presupuesto esencial para el ejercicio efectivo del control fiscal ciudadano, la 
vigilancia comunitaria y la protección del derecho a la alimentación escolar. 
Además, es necesario fortalecer los mecanismos de articulación institucional entre JAC, 
entidades territoriales y órganos de control fiscal, por lo cual se logran identificar otra serie de 
recomendaciones puntuales para mejorar los procesos, que se comparten seguidamente:  
 

• Para las entidades territoriales:  
o Implementar estrategias de transparencia activa específicas para el PAE 
o Fortalecer los comités de alimentación escolar con participación efectiva de 

las JAC 
o Desarrollar protocolos claros para la participación ciudadana en procesos de 

contratación 
 

• Para los Órganos de Control Fiscal: 
o Desarrollar programas de capacitación dirigidos a las JAC en temas de control 

fiscal 
o Crear canales específicos para recibir y tramitar denuncias ciudadanas sobre 

el PAE 
o Fortalecer la articulación con organizaciones comunitarias 

 
• Para las Juntas de Acción Comunal 

o Desarrollar capacidades técnicas en sus miembros 
o Establecer alianzas estratégicas con organizaciones de la sociedad civil 
o Documentar y sistematizar sus experiencias de control social 
o Fortalecer los programas de formación en control social. 
o Promover la articulación entre entidades de control y organizaciones 

comunitarias. 
o Implementar herramientas digitales de seguimiento ciudadano al PAE. 
o Garantizar mayor transparencia en los procesos de contratación pública. 

 
Consideraciones de ética y transparencia 
 
Declaración de originalidad: Este documento es inédito y es producto de una investigación 
personal, dado que una de las líneas de investigación de los investigadores es la política 



 

 

pública de participación ciudadana y han podido profundizar en su desarrollo por su cercanía 
en el trabajo de campo con Juntas de Acción Comunal en el Departamento de Cundinamarca, 
lo que me ha permitido conocer de primera mano el contexto. 
 
Contribución de los autores: Erwin Ernesto Castañeda Sopo y Jorge Luis Mattos Mejía 
participaron activamente en la concepción y el diseño del estudio. La recolección y el análisis 
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